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I.INTRODUCCIÓN: LA PROBLEMATICA PLANTEADA 

 

  La necesidad de una reforma institucional de la Unión Europea ha estado 

presente con mayor o menor intensidad desde la ratificación de los tratados 

fundacionales. Dicha intensidad viene incrementándose a medida que nuevos 

países pasan a formar parte de la casa europea  y el Derecho Originario se 

modifica. Lo que empezó como un sueño, un bello ideal, ha ido adquiriendo 

un cuerpo real, influyendo y transformado la vida de los ciudadanos, en los 

que se produce una toma de conciencia del proceso y la consiguiente 

reivindicación de un papel activo, de una participación real en su 

configuración. 

 

  El Tratado de la Unión Europea y el Tratado de Amsterdam incrementan 

esta sensación de necesidad de una reforma institucional, y lo hacen porque 

se encuentran con que la realidad, hace tiempo ya, supero al Derecho en la 

construcción europea, el número de estados en la Europa del siglo XXI y las 

competencias residenciadas a nivel de la Unión Europea exceden los 

mecanismos de control de los sistemas políticos europeo y nacionales, y los 

constructores de Europa se ven obligados a reaccionar según la naturaleza de 

las cosas. 

 

  Es necesario estudiar el amplio espectro de la reforma institucional de la 

Unión Europea, y es necesario hacerlo desde un enfoque. No faltan estudios 

relacionados con el tópico pero no muchos tienen una visión general del 



mismo. Para conseguirla deberíamos preguntarnos cómo y por dónde 

empezar. 

 

  Nuestra respuesta es la propuesta de este trabajo. Debemos estudiar el 

déficit democrático, juzgar su existencia o inexistencia, buscar sus causas y 

su origen, proponer soluciones, afrontar también la legitimidad del sistema 

político europeo en configuración y no olvidar el estudio institucional que 

sirve de excusa al presente trabajo.  

  

   II. LAS VARIABLES AFECTADAS. 

 

  II.1.La doble legitimidad del proceso de integración. 
 

 Aunque las sombras sobre la conformación del Derecho Comunitario 

permitieran iniciar el tema desde la primigenia confrontación Schmittiana, 

legalidad versus legitimidad, no es ese nuestro camino. Pretendemos algo 

mucho menos ambicioso. Tratamos simplemente de mostrar la implicación 

que para la legitimidad de la Unión Europea tiene cualquier aproximación al 

sistema institucional de la Unión Europea.  

 

 El estudio del problema de la legitimidad está aún bastante falto de análisis, 

esencialmente por un acotamiento y circunscripción de los mismos al nexo 

establecido por la doctrina entre legitimidad y democracia.  

 

 La clásica distinción Weberiana: legitimidad tradicional, legitimidad 

carismática y legitimidad racional, se aparca, como si estuviéramos sobrados 

de lucidez. Quizás, en el mejor de los casos se habla de doble legitimidad, 

como último estadio en la evolución de la legitimidad racional. Resumamos  

brevemente este proceso. 

 



 La legitimidad racional Weberiana, no es cosa evidente por si misma, dado 

que no residencia su existencia en la pura razón. La escuela de Frankfurt, a 

través de su crítica, consideró que la legitimidad racional precisaba una 

fundamentación sustantiva. Lo racional, no puede ser tan solo un quehacer 

exclusivamente instrumental sino que ha de aplicarse a una finalidad de 

destino. 

 

 El fracaso de la  fundamentación  sustantiva de la racionalidad por vía 

ordinaria provocó, como indica Cotarelo, que se acudiera a “buscar la 

fundamentación  substantiva de lo racional  en otra norma de procedimiento. 

En otros términos, legitimidad racional es evidentemente legitimidad de la 

mayoría. Porque la democracia presupone el criterio de que es racional 

aquello  que es mayoritariamente  percibido como tal. La legitimidad es sobre 

todo un asunto de percepciones subjetivas”i. 

 

 La doctrina, se suma al clamor bastante fundamentado de que, la 

legitimidad  racional actualmente aceptada es la democrática, y el único 

principio legitimatorio es el democrático. 

 

 En esa lógica, los Parlamentos Nacionales son desde la génesis de las 

comunidades hasta nuestros días, la fuente de legitimidad preeminente de la 

Unión Europea. Independientemente de las diferencias constitucionales, la 

propia existencia de la democracia representativa en los Estados Miembrosii, 

convierte a los Parlamentos Nacionales en fuente de legitimidad para el 

sistema político. Las instituciones de la Unión Europea-Comunidad Europea, 

léase: Consejo Europeo, Consejo de la Unión y Tribunal de Justicia de la 

Comunidad Europea, tienen en los Parlamentos Nacionales la razón última de 

su existencia. Ello tanto en su constitución, vía tratados fundacionales, como 

en su nombramiento y remocióniii. La Comisión también se alimenta 

parcialmente de esa legitimidad proveniente de los Parlamentos Nacionales, 



en tanto son formalmente ellos, con sus mayorías, los baluartes de las 

propuestas de comisarios realizados por los gobiernos. 

 

 Junto a esta legitimidad primigenia, desde la primera elección popular 

confirmadora del Parlamento Europeo elegido directamente, éste se va 

configurando como nuevo receptor de la legitimidad “democrática-electiva” 

de primer grado. De ella, y del Derecho Originario, emanan las razones de su 

actual consideración como la institución comunitaria poseedora de la mayor 

legitimidad. Esta se irradia a la Comisión claramente tras las modificaciones 

sufridas en su proceso de elección en el TUE, y de forma mucho más 

difuminada al resto de instituciones. 

 

 La Unión tiene pues lo que podríamos denominar dos niveles de 

legitimidad, o dos fuentes de distinta intensidad legitimadora. Neunreither 

habla de la más usual visión de la doble legitimidad: la directa representada 

por el Parlamento Europeo y la derivada por el resto de institucionesiv.  La 

distinción cualitativa entre ambos no parte de un distinto valor apriorístico  

de los espacios políticos nacionales con respecto al europeo, surge del 

distinto valor otorgado por los ciudadanos a dichos parlamentos. 

 

 La existencia pues de dos fuentes de legitimidad no significa 

necesariamente mayor legitimidad. En el estudio de la Unión Europea, 

algunos autores son propensos a confundir a los ciudadanos. Así, en su 

análisis mezclan constantemente el déficit democrático con la legitimidad, 

dando muchas reflexiones por superadas y  dificultando por ello la aportación 

de otras perspectivas muy importantes de la legitimidad strictu sensu. 

 Neunreither converge fundamentalmente con lo expuesto. Tras considerar 

que el sistema institucional de la Comunidad esta basado en principios 

democráticos, dista de considerarlo plenamente legitimado, pues ello 

implicaría la existencia de una identificación de los ciudadanos para con el 

sistema político no alcanzadav. 



 

 La distinción que Weiler realiza, discerniendo entre, legitimidad formal y 

legitimidad social, puede resultar clarificadoravi. La legitimidad social 

significaría que los ciudadanos se sientan parte de la entidad política en la 

cual son tomadas las decisiones políticas. Sin necesidad de acudir a  los 

eurobarómetos, podemos afirmar que los ciudadanos en Europa se sienten 

muchísimo más identificados con sus naciones o regionesvii que con el 

conjunto de la Unión Europea. Por ello, aunque la legitimidad formal muestra 

dos niveles parlamentarios con la misma fuente, la legitimidad social 

indicaría una consciente discriminación a favor de los Parlamentos 

Nacionales y en detrimento del Parlamento Europeo.  

 

 Sin demos europeo, la  identificación con el sistema político europeo se 

complica. La ciudadanía europea, sostenida tras el TUE como base de la 

superación del “ciudadano de los estados”, no disimula la existencia de “15 

ciudadanías”, 15 pueblos base para el ejercicio del poder ejercido desde las 

instituciones de la Unión Europeaviii. Pero aun considerando que son quince 

las ciudadanías existentes, el fiel de la balanza legitimadora no está tanto en 

la identificación con el sistema político, como en la percepción de legitimidad 

o legitimación. 

 

 Si partimos de la distinción  legitimidad-percepción de la legitimidad 

veremos superada la visión de Neunreiter y Weiler. Por legitimidad 

entendemos el esquema cerrado en el que, los padres creadores y/o los 

dirigentes de la Unión Europea ubican la legitimidad del proceso de 

integración. Por contra, la percepción de legitimidad nos remite, no a la 

identificación del demos con las instituciones de la Unión Europea, sino a la 

culminación de las expectativas de los ciudadanos de la Unión. Según nuestra 

opinión, la premoderna distinción entre legitimidad de origen y legitimidad 

de ejercicio puede aportarnos alguna luz a la hora de discernir este concepto 

de la percepción de legitimidad.  

Comentario [A1]: 



 

 Independientemente de las posibles debilidades en nuestro hilo argumental, 

del surgimiento de la Comunidad Europea como punto y final a la Europa 

enfrentada (lo que nos remitiría a la legitimidad de origen), la Comunidad 

Europea surge por una razón de eficacia y efectividadix. Será en este plano de 

la efectividad en el que nos plantearemos el problema de la legitimidad de 

ejercicio, y así observaremos como en el Tratado de Amsterdam a la vez que 

se amordazan los apuntes del TUE, referentes a otros valores, se mantiene y 

consolida todos lo referente al camino del EURO. La Europa de los 

mercaderes no resurge, siempre ha estado ahí, como locomotora del proceso 

de la Unión y estrechamente unida a esta aparece el principio de 

subsidiariedad, un principio que no puede verse como una exclusiva 

imposición británica sino que, como podría apreciarse en el artículo 3 del 

TUE, es la plasmación de la duda sobrevenida a la capacidad de la Unión 

Europea de seguir siendo más eficaz que los estados miembros (Estados 

Miembros) en los campos competenciales  no residenciados en la Unión 

Europea.  

 

 La efectividad de la Comunidad Europea ante unos estados demasiado 

pequeños para resolver grandes problemas, es fuente primigenia de la 

legitimidad del proceso de integración europeo. No faltan autores 

considerando la relación entre efectividad  y aumento de la autoridad 

supranacional de la Unión Europeax. La legitimidad de ejercicio de la Unión 

Europea, se irradia pues por su dedicación y mayor efectividad en los ámbitos 

competenciales donde los Estados Miembros se ven superados por los 

procesos de globalización. Afirma Eivind Smith que “la cuestión debe 

formularse del siguiente modo: la mayor parte de los Estados en Europa son 

demasiado pequeños para enfrentarse a la anarquía de los movimientos 

internacionalizados de capital, o para asegurar las necesidades vitales del 

medioambiente..”xi. Los trabajadores, parecen no necesitar un análisis estricto 

sobre las limitaciones del estado nación. Así, en palabras de Nicole Notat, la 



llave de la popularidad de la Unión Europea está en la consecución del 

progreso socialxii. 

 

 Podríamos citar otras opiniones reafirmadoras de una sola idea: la 

percepción de legitimidad se centra en el éxito de la tercera fase de la UEM y 

no en la reforma institucional, o en las soluciones a las tensiones producidas 

por la “Europa a la carta”. Como señalan Eliassen y Andersen, “una fuerza 

motriz detrás del desarrollo de la Unión Europea ha sido la promesa de 

soluciones más efectivas de las que los Estados Miembros pueden realizar 

por si mismos” y ello sitúa a la Unión Europea ante el “particular reto de 

mejorar tanto la efectividad como la democracia del mismo”xiii. Efectividad 

para la democracia o democracia para la efectividad, son las conclusiones de 

un grupo diversísimo de autores que presentan aquí la síntesis del binomio 

legitimidad-democracia, en este desarrollo conceptual de la percepción de la 

legitimidad, como legitimidad de ejercicio. 

 

 No es ésta percepción teórica la que los dirigentes de Europa transmiten 

como idea central de la legitimidad en Europa. Si tenemos en cuenta como se 

concibió la CIG 96 con relación a la reforma institucional y la ampliación, y 

como se culminó el Tratado de Amsterdam, parece que los dirigentes de 

nuestra Europa siguen el ya clásico razonamiento de Huntington, que llegará 

a conclusiones opuestas ya que según el mismo, demasiada democracia es 

peligrosa para la democracia, por  la sencilla razón de que puede perjudicar a 

la efectividad del sistema. 

 

 De acuerdo con lo dicho, la percepción de legitimidad de los europeos, 

comulgaría con la legitimidad querida por los padres de Europa, y dependería 

del éxito de la “Europa de los mercaderes”. A sensu contrario, su fracaso, 

sería el de la legitimidad de la  Unión Europea, independientemente de que la 

Unión Europea se hubiese configurado como un sistema político plenamente 



democrático, vía reforma institucional profunda, con o sin participación de 

los Parlamentos Nacionales en la misma. 

 

 Tengamos pues cuidado con procesar legitimidad, democracia y soberanía 

en el mismo nivel. Pues, pese a que la legitimidad democrática, derivación de 

la racional Weberiana tenga un gran sostén teórico, quizá no la tenga en el 

sentir de los europeos y no sea por ello la legitimidad principal que sustenta a 

la Unión Europea.  

  

  II.2. El déficit democrático y la soberanía. 

 

 En segundo lugar, el estudio de la participación de los Parlamentos 

Nacionales en la Unión Europea nos sitúa en la necesaria obligación de 

reflexionar sobre el estado de la democracia en Europa. Los sistemas 

políticos de la Unión Europea siguen siendo a grandes rasgos los mismos 

existentes antes de las sucesivas incorporaciones de los Estados Miembros en 

la Unión. El caudal competencial residenciado en dichos sistemas políticos, 

dista de ser el mismo, dado que muchas competencias residenciadas en los 

Estados Miembros han pasado a ser parte de las competencias de la 

Comunidad Europea. 

 

No le falta razón a la doctrina que, con la sana intención de descargar las 

muchas veces interesadas  tintas del proselitismo pro-democracia en Europa, 

nos remiten al iusinternacionalismoxiv.  Cierto es, como señalan dichos 

enfoques, que la soberanía nacional no se ve afectada solamente por  el 

proceso de integración europeo, de hecho, la propia esencia del Derecho de 

los Tratados,  y la existencia del Derecho Internacional Público muestran las 

constantes limitaciones que la soberanía estatal sufre desde el citado campo 

(DIP). Las relaciones internacionales, desde la Sociedad de Naciones al final 

de siglo han sufrido una aceleración sin precedentes históricos en tal sentido. 

El TLC, el Mercosur o la OMC son diversos y claros soportes a dichas tesis. 



 

 Al respecto consideramos necesario hacer dos puntualizaciones. En primer 

lugar, la lógica iusinternacionalista de análisis, no limita sustancialmente la 

posibilidad de  crítica al déficit democrático. Y no lo hace porque dicha 

crítica democrática no se dirige a la existencia de limitaciones a la soberanía 

nacional sino que se centra en la intensidad de estas mismas limitaciones. 

Intensidad otorgada por la propia naturaleza jurídica de la Comunidad 

Europea-Unión Europea, lo cual, si bien nunca ha estado del todo clara, hace 

tiempo que dejó de encontrarse en el mismo nivel del Iusinternacionalismoxv. 

En segundo lugar, los argumentos citados pueden alentar las críticas que 

pretenden acallar. En este sentido, la función del Consejo Europeo bien 

merece una visión crítica, antes  incluso de sus “singulares decisiones” en los 

Consejos Europeos de Edimburgo 92 y Bruselas 93; de su configuración en el 

109 J y K para la UEM o de su nueva mutación por mor de la protección del 

EURO. Abundando,  tras el TUE, los dos nuevos pilares se nos antojan 

claramente limitadores, por mucho que los europeístas nos quejemos de la 

soberanía de los Estados Miembros si lo comparamos con el magma del 

organizacionismo internacional. Ello sin necesidad del funcionamiento de la 

pasarela del K3. 

 

 El déficit democrático no es una bandera inventada por los euroescépticos. 

Su realidad es tan patente como discutida. De ahí que su enarbolamiento, 

venga de donde venga, cause estupor. Su razón surge de la interrelación de la 

soberanía estatal y del modelo democrático de los Estados miembros. 

 

 De la soberanía de los Estados Miembros porque, la génesis del mismo está, 

como ya apuntábamos, en el traspaso de competencias de los sistemas 

políticos nacionales al europeo. Del modelo democrático de los Estados 

Miembros, por ser este el único admisible por la mayoría de la opinión 

doctrinal y popular, para determinar la existencia o inexistencia de la 

democracia. Estos instrumentos de análisis afectan en un doble sentido: ya 



que en un primer plano, el de la soberanía, determinarían la inexistencia de 

democracia, en cuanto que no hay un control pleno de los Parlamentos 

Nacionales sobre las competencias transferidas a la Unión y del ejercicio de 

las mismas. Y en un segundo estrato, el del modelo democrático nos 

conduciría a concluir la inexistencia de un sistema político a nivel europeo, 

por la simple razón de que sólo es democrático el modelo desarrollado en el 

Estado nación occidental y este no es el configurado en Europaxvi.  

 

 Llegados a este punto,  la connatural vinculación entre el déficit 

democrático y el papel jugado por los Parlamentos Nacionales en la Unión 

Europea resulta claro. Si las competencias emanadas de la soberanía popular 

son residenciadas en Europa, pero controladas de forma directa o indirecta 

por los Parlamentos Nacionales, el problema simplemente no existirá. En 

caso de no producirse tal control, debemos acudir al nivel europeo para 

sustanciar el estado de la cuestión. 

 

 No consideramos correcto tratar de aplicar de manera inflexible las 

categorías estudiadas, soberanía estatal y modelo democrático, a lo que sin 

duda se está constituyendo, y en cierto modo, se ha constituido ya como una 

nueva realidad jurídica. Esta nueva realidad, si bien, deberá encontrar y 

encuentra en los modelos establecidos en los Estados Miembros los valores 

que deben inspirar su configuración, nunca podrá configurarse como Estado 

Nacional, ciertamente no con todos y cada uno de los elementos 

configuradores hoy en día de este tipo de Estados.   

 

 Debemos ir desarrollando un modelo político que resulte democrático, 

respetando las realidades establecidas. Así, para que la Unión Europea 

(Unión Europea) ejerza las citadas competencias sin dañar la soberanía de los 

Estados Miembros  son precisas, al menos, dos premisas: la instauración de 

un sistema político europeo que emane de la soberanía del poder 

constituyente de los Estados Miembros, y la configuración del mismo como 



democrático. Para la consecución de esto último, y siguiendo la transmisión 

el modelo nacional a nivel europeo, es fundamental la configuración del 

Parlamento Europeo como piedra angular del modelo institucional. 

 

  II.3.El modelo institucional. 
 

 El sistema institucional de la Unión Europea, además de verse afectado por 

la necesidad de profundización o redefinición, podría, vía participación de los 

Parlamentos Nacionales, ver alterada su composición formal. Nos estamos 

refiriendo a una cuestión distinta, si bien interrelacionada, a los dos puntos 

precedentes, especialmente con el segundo. 

 

 Tanto si defendemos la permanencia de lo que Pescatore definió como 

“sistema cuatripartito”xvii, como si consideramos tal sistema superado, no 

proliferan las opiniones cualificadas capaces de razonar y argumentar con 

solvencia jurídica la necesidad de la existencia de las cuatro instituciones hoy 

básicas dentro del pilar Comunidad Europea.  

 

 La institucionalización del Tribunal de Justicia de primera instancia, no ha 

dejado de ser una concesión a unos eminentes juristas faltos de 

reconocimiento frente al siempre aplaudido TJCE. Por otro lado, los 

constantes y escandalosos empeños del Consejo Europeo por incidir en la 

Comunidad Europea, en el Derecho Originario, en  la UEM, en el EURO, 

etcxviii, no parecen afectar al modelo institucional. Ello ocurre así porque la 

mayor parte de la doctrina no considera las repercusiones de las alteraciones 

significativasxixvinculadas al descubierto por parte del Consejo Europeo de lo 

interesante que resulta violentar el Derecho Comunitario desde la supuesta 

intocable metafísica del artículo D del TUE (artículo 4 tras el Tratado de 

Amsterdam). 

 



 Todo lo contrario ocurre con los Parlamentos Nacionales, pues éstos, junto 

con la reforma hipotética del Consejo, se configuran hoy como la única vía 

posible de modificar el  sistema institucional de la Comunidad Europea, tanto 

en un plano formal como en uno real. Lo último probablemente envuelto en 

una potencial evolución desde el intergubermentalismo a vías mixtas de 

supranacionalidad. 

 

 Este discurso tiene entidad autónoma con respecto a una reforma 

institucional encaminada a profundizar en los valores democráticos del 

sistema institucional de la Unión Europea, aunque ambos evidentemente 

pueden estar íntimamente ligados. La razón de ser de esta separación no es 

baladí, como no lo es la  siguiente pregunta: ¿no resulta intrínsecamente 

contradictorio introducir a los Parlamentos Nacionales en Europa para 

democratizar un nivel político distinto del nacional?. 

   

  II.4.El proceso de la integración  y el presente de la Unión 

Europea. 
 

 El proceso de integración europeo tiende a conformar un espacio político 

virgen, por ello no debemos someter su sistema político al prisma inflexible 

de los modelos políticos formalmente cerrados. 

 

 Los Estados miembros, son modelos formalmente cerrados, pues la 

evolución de sus sistemas políticos se desarrolla dentro de un marco 

conceptual conocido y limitado. Ni las democracias más jóvenes, ni las 

resistentes a las guerras mundiales inquietan dicho marco, como muestra 

cualquier visión por los acontecimientos mayúsculos acaecidos en los 

sistemas políticos europeos en la segunda mitad del agotado siglo. 

  



 Los modelos democráticos de la Unión Europea se desarrollan, dentro del 

mismo marco, a medida que se aleja la Segunda Guerra mundial para los mas, 

y las dictaduras para los menos. Pero en ningún caso dichos desarrollos  

afectan a los pilares de la democracia representativa. La instauración de la 

República Helena, la articulación político-constitucional  de las “regiones” 

belgas o españolas; o la reunificación alemana, a pesar de su indudable 

importancia no alteran la esencia de los sistemas políticos democráticos 

aceptados en occidente. 

 

 El modelo, tras la caída del muro de Berlín y  el enquistamiento o 

transformación de los neofascismosxx, atravesará  la línea del fin de siglo 

como si el final de la historia de los modelos políticos también hubiesen 

llegadoxxi. 

 

 Sin embargo, como hemos ido mostrando, el sistema institucional de la 

Unión Europea es un proceso. De dicha afirmación dimana su desvinculación 

con la idea de modelo cerrado. Mal  puede finiquitarse un sistema político 

cuando sus instituciones toman cuerpo para articular una realidad cambiante. 

 

 El sistema institucional de la Unión Europea, sirve pues de manera céntrica  

para facilitar un fin, a saber: una unión cada vez más estrecha entre los 

pueblos de Europaxxii. Por mor de tal fin la Unión Europea se configura como 

un continuo cambio hacia una construcción política cada vez más compleja. 

Es de hecho una crisálida, sobre la cual ni las más aguzadas visiones ven  la 

hora o forma de su culminación. 

 

 Acercarnos al sistema político de la Unión Europea es hacerlo a un proceso 

viviente y a una culminación potencial. Pese a ello, los teóricos de la 

integración, en particular la escuela funcionalista, han estado más 

preocupados en la posibilidad de crear en última instancia un modelo 



plenamente democrático y cerrado de corte federal que en el sinuoso camino 

por recorrer hasta llegar a alcanzarloxxiii. 

 

 La importancia de aportar ideas al proceso es contribuir a la estructuración 

presente de la Unión, y como demostró el turbulento proceso de ratificación 

del TUE, el mañana puede ser inalcanzable sino se destierran de la Europa 

unida sus principales carencias. 

 

En el plano político, no debemos dudar en afirmar que el denominado déficit 

democrático es blanco legítimo de críticas para todo euroescéptico 

demócrata. La cuestión aun compleja, puede resumirse  en la insuficiencia de 

la legitimidad de la instituciones europeas. La génesis de dicha realidad es 

obvia: el Parlamento Europeo, en contraposición a los Parlamentos 

Nacionales, no es el centro formal de autoridad en el sistema institucional, 

mientras el resto de instituciones de la Comunidad Europea tienen una 

legitimidad de segundo o tercer grado proveniente de los Parlamentos 

Nacionales.  

 

  III. A MODO DE CONCLUSION. 

 

 No necesitamos en el presente análisis saber si el Parlamento Europeo 

podría suplantar la legitimidad de los Parlamentos Nacionales, a saber: si hay 

demos que articular, partidos políticos europeos, etc.  Nos basta con afirmar 

que los Parlamentos Nacionales son hoy en día la fuente más clara de 

legitimidad de la Unión Europea. 

 

 La predicha posición, defendida desde posiciones estrictamente doctrinales 

tiene cobertura juridico-constitucional en algún Estado miembro. Así el 

Tribunal Constitucional Alemán nos recuerda que son los ciudadanos a través 

de sus Parlamentos Nacionales quienes han de legitimar a la Unión Europea y 

su ejercicio de soberaníaxxiv. 



 

 Los conflictos presentes y la evolución futura del sistema político de la 

Unión Europea tienen y tendrán obligada presencia en las reflexiones 

doctrinales. Debemos congratularnos de la proliferación de estudios sobre la 

materia, pero, si la doctrina jurídica y politológica quiere allanar el camino a 

una construcción de futuro sobre el sistema  institucional de la Unión 

Europea, deberá imprimir mayor interdisciplinariedad y perspectiva a sus 

análisis, y para ello otorgar a las variables aquí analizadas mayor dedicación 

de la otorgada hasta Amsterdam. 
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